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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 9 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo solicitado

Radicación Nro. :
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Accionante: 
ÁNGELA MARÍA PÉREZ ERAZO                                                                                     
Accionado: 
COLPENSIONES
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
SUSPENSIÓN EN EL PAGO DE LA MESADA PENSIONAL. “[L]a actuación de COLPENSIONES se muestra ajustada a derecho, y no hay lugar a conceder el amparo porque si bien la accionante se está viendo afectada por el no pago de su mesada pensional, que fue suspendido desde abril del presente año, esa determinación es consecuencia del incumplimiento de uno de los requisitos legales para ser beneficiara de la pensión de sobreviviente, los cuales deben ser acreditados de manera simultánea en su totalidad, no solo la edad, sino también su dedicación exclusiva al estudio con certificados que así lo demuestren, mismos que no pueden ser suplidos con su manifestación de estar interesada en hacer más cursos de la misma naturaleza, o con la constancia expedida por la institución en abril 19 de 2017 adjunta en el recurso, en la que se refiere que para esa fecha se encuentra matriculada y cursando el nivel 7 de inglés, el cual tiene la misma duración del indicado en los hechos de la tutela, y que por consiguiente tampoco le permitiría demostrar su condición de estudiante en los términos de la Ley 1547. Como ya se dijo, COLPENSIONES previo a realizar la suspensión de la mesada, esto es, en febrero 28 de 2017, y una vez verificada la constancia, le informó que la misma no se ajustaba a los presupuestos de la Ley 1547/12, y le solicitó allegar la certificación en debida forma, la cual nunca se aportó por la accionante, luego de ello procedió a efectuar la suspensión, misma que tuvo lugar a partir del pago del mes de marzo, efectuado en abril 03 de 2017.  Finalmente debe resaltarse, que en el asunto sometido a estudio, a diferencia de los referidos por la jurisprudencia en cita, la accionante no argumentó ante COLPENSIONES o en el escrito de tutela, que exista alguna circunstancia de fuerza mayor que le impida cumplir con la exigencia legal de dedicación exclusiva al estudio. En consonancia con lo analizado, se confirmará la determinación adoptada por la funcionaria de primer nivel.”.
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             Magistrado Ponente 
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Pereira, diecinueve (19) de mayo dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N°437
                                                     Hora: 8:05 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora ÁNGELA MARÍA PÉREZ ERAZO, frente el fallo proferido por la señora Juez Séptima Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por ella contra la Administradora Colombiana de Pensiones –en adelante COLPENSIONES- 
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en virtud del fallecimiento de su madre, BLANCA NUBIA ERAZO DELGADO, a la ciudadana ÁNGELA MARÍA PÉREZ ERAZO le fue reconocida pensión de sobreviviente por parte del Instituto del Seguro Social mediante resolución N° 013099 de 2007; (ii) en enero 23 del presente año, con el propósito de realizar el trámite de actualización de escolaridad,  entregó a COLPENSIONES certificado de estudios expedido por el Colombo Americano, en el que se indica la realización de un curso con intensidad horaria de 20 horas semanales, que inició en enero 16 de 2017 y finalizó en febrero 09 de 2017; (iii) mediante comunicación con rad. 2017_703751 de marzo 29 de 2017, se le informó que el mismo no cumple con el periodo mínimo para el primer trimestre de 2017; (iv) la entidad le ha dado más trascendencia a dicho trámite que al derecho sustancial, pese a que cumple con los demás requisitos para ser beneficiaria de la prestación, tales como ser menor de 25 años, dedicación exclusiva al estudio, y certificado de entidad educativa autorizada por la Secretaría de Educación que refiere intensidad horaria mínima de 20 horas semanales, además piensa terminar todo el ciclo de cursos de inglés desde el nivel 7 hasta el 17 en la citada institución, a partir de abril y hasta septiembre del presente año; y (v) considera amenazados sus derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social, al mínimo vital, a la educación y a la vida digna, por cuanto podría suspenderse el pago de su mesada, y los aportes a salud, lo que configuraría un perjuicio irremediable.
Con fundamento en lo anterior, solicita la protección de los citados derechos, y en consecuencia, se ordene a la accionada evitar la suspensión de la mesada pensional y  garantizar el pago oportuno de la misma.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela se corrió traslado de la misma a COLPENSIONES, entidad que no se pronunció al respecto.

3.2.- La juez de primera instancia dentro del término constitucional y legal negó el amparo impetrado, toda vez que no se ha presentado ninguna acción u omisión por parte de COLPENSIONES que genere vulneración de los derechos, simplemente la actora supone que debido a que le fue informado que el certificado de escolaridad que presentó no reúne los requisitos legales, se le suspenderá el pago de la mesada pensional de sobreviviente, no obstante, ello no ha ocurrido, e incluso al consultar la página web del FOSYGA se encontró que para abril de 2017 figura activa en el sistema de salud por intermedio de la EPS Servicio Occidental de Salud.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la accionante presentó escrito en el que manifestó su inconformidad con lo resuelto, y al efecto argumentó:

Si bien es cierto para el momento de presentar la acción la vulneración de derechos solo se presumía, dicha entidad en efecto suspendió el pago de su pensión -anexa certificación de COLPENSIONES-, y la última consignación que realizó fue en abril 03 de 2017, la cual corresponde a la mesada de marzo de 2017. En esas condiciones, no obstante aparecer activa en la EPS Servicio Occidental de Salud en la actualidad, muy seguramente para junio ya no tendrá servicio.
De acuerdo a lo anterior, la acción de tutela sí es procedente, por cuanto lo que se quería evitar era un hecho que a futuro podía existir y configurar la vulneración de sus derechos, lo cual el despacho no entró a verificar, toda vez que se había negado la actualización de escolaridad por parte de COLPENSIONES, y entonces era factible que suspendiera el pago de la mesada, como finalmente lo hizo, y ello pudo ser evitado con la decisión adoptada por la primera instancia.
En la actualidad reúne todos los requisitos exigidos por COLPENSIONES, puesto que continúa estudiando con una intensidad de 20 horas semanales, y la certificación es presentada cada mes en las oficinas de esa entidad.

Solicita se revoque la sentencia proferida, y se tutelen sus derechos al mínimo vital, a la vida y a la educación, entre otros, amparados constitucionalmente y en virtud del bloque de constitucionalidad; y, en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES activar el pago de su mesada pensional, incluidos los meses de abril y mayo de 2017.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Le corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto del fallo opugnado, en cuanto negó el amparo invocado por considerar que en el caso concreto no se advertía ninguna acción u omisión imputable a la entidad accionada que generara afectación o amenaza de los derechos fundamentales invocados.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela es el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir, o de existir éste se trate de evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

De igual forma, también la acción resulta procedente cuando pese a la existencia de un mecanismo ordinario para debatir el asunto, éste no resulta idóneo en atención a las circunstancias particulares del caso.
De acuerdo con lo narrado en la demanda de tutela, la señora ÁNGELA MARÍA PÉREZ ERAZO acudió ante el juez constitucional con el fin de evitar que por parte de COLPENSIONES se suspendiera el pago de su mesada pensional, en atención a que esa entidad no admitió el certificado presentado por ella en enero 23 de 2017 para actualizar su escolaridad, en condición de beneficiaria de la pensión de sobreviviente de su señora madre.

La juez de primer nivel consideró que en el evento sometido a estudio la acción de amparo no estaba llamada a prosperar, toda vez que la entidad no incurrió en ninguna acción u omisión que generara vulneración o amenaza de sus garantías constitucionales, por cuanto el fundamento de la demanda partía de meras suposiciones que al respecto infería la accionante. 

En criterio de la Sala si bien es cierto la acción impetrada debe negarse, la argumentación para llegar a esa conclusión debía ser diferente, como pasa a exponerse:

Le asiste total razón a la actora en cuanto a que la situación fáctica expuesta por ella permitía avizorar la posibilidad de que COLPENSIONES no continuara con el pago de su pensión de sobreviviente, puesto que es beneficiaria de la misma como hija de quien fue titular de ese derecho, y le corresponde demostrar que se encuentra estudiando, por lo que al no haberse aceptado por la entidad el certificado de escolaridad expedido por el Colombo Americano, no cumpliría requisitos para acceder a la prestación.
En esas condiciones, es claro que la actora sí le imputó a COLPENSIONES una acción que en su sentir constituye una actuación injusta que pone en riesgo sus derechos, consistente en que de darse la suspensión por esa mera circunstancia, se daría prelación a un simple trámite y se pasaría por alto que cumple con los demás requisitos para ser beneficiaria de la prestación, tales como ser menor de 25 años, dedicación exclusiva al estudio, y certificado de entidad educativa autorizada por la Secretaría de Educación que refiere intensidad horaria mínima de 20 horas semanales, sumado a que planea terminar todo el ciclo de cursos de inglés desde el nivel 7 hasta el 17 en la citada institución, a partir de abril y hasta septiembre.
Para el Tribunal, contrario a lo expuesto por la actora, la actuación de COLPENSIONES si bien podía ocasionar el no pago de su mesada, lo cual sin ninguna duda afectar sus derechos fundamentales al mínimo vital, vida digna,  educación y salud, la decisión  que finalmente adoptó la entidad en ese sentido no se muestra injustificada, ya que el requisito en mención no puede considerarse como un simple trámite, puesto que es una exigencia legal para que se continúe con el beneficio pensional. 

Lo esgrimido por COLPENSIONES en oficio de febrero 28 de 2017, mediante el cual dio respuesta a la solicitud de actualización pedida por la tutelante en enero 23 del presente año, hace referencia a que la certificación de escolaridad aportada por ella no reúne los requisitos consagrados en la Ley 1574/12, en lo atinente a periodo mínimo trimestral.

El artículo 2º de la referida ley, por medio del cual se regula la forma en que se debe acreditar la condición de estudiante para los beneficiarios de la pensión de sobreviviente indica:

“[…]Certificación expedida por el establecimiento de educación formal de preescolar, básica, media o superior, autorizado por el Ministerio de Educación Nacional para el caso de las instituciones de educación superior y por las Secretarías de Educación de las entidades territoriales certificadas para el caso de los establecimientos de educación preescolar, básica y media, donde se cursen los respectivos estudios, en la cual conste que el estudiante cumplió con la dedicación a las actividades académicas curriculares con una intensidad académica no inferior a veinte (20) horas semanales.
[…]

Estas certificaciones de asistencia se deberán acreditar a la entidad correspondiente semestralmente […]
De conformidad dicho canon, se advierte que en efecto la certificación presentada por la accionante, no da cuenta que ella cumpla con ese requisito, porque la misma hace referencia a un curso que tiene una duración de 38 horas, y así se señale que el mismo tiene una intensidad horaria de 20 horas semanales, ello no es posible, porque si en una semana se estudian esas 20 horas, a la siguiente solo pueden estudiar 18, es decir, el presupuesto solo se cumpliría durante una semana.

Aunado a lo anterior, se tiene que lo pretendido por la norma es que se acredite que la persona está dedicada al estudio, y esa dedicación no puede ser menor a 20 horas semanales para que pueda ser acreedora a la prestación, y en este caso la señora ANGELA MARÍA ERAZO no ha demostrado que haya estudiado ni siquiera un mes de manera continua, periodo dentro del cual tampoco cumplió con la intensidad de las 20 horas semanales, como ya se indicó.

Al respecto la Corte Constitucional ha precisado:
“[…]El reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en beneficio del hijo del causante mayor de edad y menor de 25 años, se encuentra condicionado a que este se encuentre en incapacidad de trabajar por encontrarse realizando sus estudios. En consecuencia, de no acreditarse dicha condición, se entiende desvirtuada la incapacidad para trabajar y por efecto, no es dable el beneficio de la pensión de sobrevivientes en favor de este. Con respecto a esto último, cabe aclarar que la carga de la prueba para acreditar la calidad de estudiante se encuentra en cabeza del potencial beneficiario de la prestación y no en las Administradoras de Fondos de Pensiones. En el caso de estas últimas, su labor se concreta en verificar si, frente a la situación particular, se encuentran cumplidos los requisitos legales para el reconocimiento del beneficio pensional. Acorde con ello, en caso de que el beneficiario no acredite tal condición, les corresponderá a dichas entidades realizar las gestiones administrativas tendientes a la reasignación de la parte correspondiente de su prestación en favor de los demás beneficiarios -en caso de que existan […]”
-negrillas no originales-
No obstante lo anterior, en la sentencia T-664/15 la Alta Corporación indicó que: “En sede de control de tutela, la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la exigencia del requisito de las veinte (20) horas semanales de estudio en, al menos, seis (6) oportunidades. Allí ha conocido casos de estudiantes que acreditan una intensidad académica inferior a la requerida porque, o bien los certificados que aportan no dan cuenta de todas las horas de trabajo, o bien la reducción del tiempo de estudio está justificada en factores externos, como su delicado estado de salud. Las distintas Salas de Revisión que se han ocupado de estos casos, los han resuelto utilizando la siguiente regla jurisprudencial: Independientemente de la intensidad académica registrada en el certificado de estudio, la entidad encargada de pagar las mesadas pensionales tiene el deber de verificar si materialmente la persona cumple con el mínimo de horas exigido en la ley antes de proceder a suspender el pago de la prestación social que disfruta pues, de lo contrario, vulneraría sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la seguridad social y a la educación. Para tal efecto, la entidad debe tener en cuenta las horas presenciales de estudio, las horas no presenciales y el cumplimiento de los requisitos de grado que adelanta el estudiante, sin importar que tenga o no una matrícula vigente […]”
De acuerdo con esos pronunciamientos, se itera que la actuación de COLPENSIONES se muestra ajustada a derecho, y no hay lugar a conceder el amparo porque si bien la accionante se está viendo afectada por el no pago de su mesada pensional, que fue suspendido desde abril del presente año, esa determinación es consecuencia del incumplimiento de uno de los requisitos legales para ser beneficiara de la pensión de sobreviviente, los cuales deben ser acreditados de manera simultánea en su totalidad, no solo la edad, sino también su dedicación exclusiva al estudio con certificados que así lo demuestren, mismos que no pueden ser suplidos con su manifestación de estar interesada en hacer más cursos de la misma naturaleza, o con la constancia expedida por la institución en abril 19 de 2017 adjunta en el recurso, en la que se refiere que para esa fecha se encuentra matriculada y cursando el nivel 7 de inglés, el cual tiene la misma duración del indicado en los hechos de la tutela, y que por consiguiente tampoco le permitiría demostrar su condición de estudiante en los términos de la Ley 1547.
Como ya se dijo, COLPENSIONES previo a realizar la suspensión de la mesada, esto es, en febrero 28 de 2017, y una vez verificada la constancia, le informó que la misma no se ajustaba a los presupuestos de la Ley 1547/12, y le solicitó allegar la certificación en debida forma, la cual nunca se aportó por la accionante, luego de ello procedió a efectuar la suspensión, misma que tuvo lugar a partir del pago del mes de marzo, efectuado en abril 03 de 2017. 
Finalmente debe resaltarse, que en el asunto sometido a estudio, a diferencia de los referidos por la jurisprudencia en cita, la accionante no argumentó ante COLPENSIONES o en el escrito de tutela, que exista alguna circunstancia de fuerza mayor que le impida cumplir con la exigencia legal de dedicación exclusiva al estudio.
En consonancia con lo analizado, se confirmará la determinación adoptada por la funcionaria de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la decisión adoptada por la Juez Séptima Penal del Circuito de esta ciudad, objeto del presente pronunciamiento.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-346/16.
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